XII REUNIÓN 

COMITÉ DE EXPERTOS DE LA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

3 AL 8 DE DICIEMBRE DE 2007

WASHINGTON, USA


AVANCES DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA IMPLEMENTACIÓN DE LA CONVENCIÓN INTERAMERICANA CONTRA LA CORRUPCIÓN

PERIODO: JUNIO DE 2007 A DICIEMBRE DE 2007

SECCIÓN I: AVANCES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES

A. PRIMERA RONDA DE ANÁLISIS:
1.
NORMAS DE CONDUCTA Y MECANISMOS PARA HACER EFECTIVO SU CUMPLIMIENTO (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1 Y 2 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación:

Fortalecer la implementación de leyes y sistemas reglamentarios con respecto a los conflictos de intereses, de modo que permitan la aplicación práctica y efectiva de un sistema de ética pública. 
Medidas inmediatas:

a) Revisar y analizar la posibilidad de reglamentar el régimen de prevención de conflictos de intereses, impedimentos, inhabilidades y prohibiciones relacionadas con los altos cargos del Estado, teniendo en cuenta las particularidades e importancia de los mismos, así como los mecanismos para hacerlos efectivos. Considerando entre otros aspectos, la previsión de una incompatibilidad en el ejercicio de las funciones públicas, respecto a otras actividades que pudiera afectar su imparcialidad; el fortalecimiento del régimen de sanciones; y la previsión de un órgano, dotado de plena autonomía, que vele por el debido cumplimiento de esta reglamentación.
b) Revisar y analizar la posibilidad de ampliar y fortalecer el régimen de implicancias, prohibiciones, incompatibilidades e inhabilidades contemplado en las leyes sectoriales relacionadas con los conflictos de intereses privados con el interés público.  Considerando para ello, la previsión y ampliación de ciertos supuestos que podrían configurar conflictos de intereses y que por su importancia sería conveniente tratar de una manera más detallada y específica; la determinación de las instancias o funcionarios responsables de vigilar dicho cumplimiento; y la aplicación de medidas y sanciones en caso de incumplimiento.
c) Asegurar la vigencia y aplicación de sanciones a los servidores públicos que incurran en violación de las normas que regulan los conflictos de intereses, incluyendo, entre otras disposiciones, los supuestos que regula el artículo 123 de la Ley Orgánica de la Hacienda pública.

f) Revisar y analizar la posibilidad de incorporar una normativa que limite o prohíba la participación de ex‑funcionarios en la gestión de ciertos actos y en general referida a situaciones que puedan conllevar al aprovechamiento indebido de la condición de ex‑servidor público. 

MEDIDAS ADOPTADAS: En cuanto a esta recomendación, y las medidas a), b), c) y f), en los actuales momentos Venezuela está preparando un proyecto de ley cuyo objeto será la reglamentación del régimen de prevención de conflictos de intereses, impedimentos, inhabilidades y prohibiciones relacionadas con todos los cargos del Estado. Este Proyecto de Ley será presentado en el nuevo periodo de Sesiones de la Asamblea Nacional, que inicia en enero de 2008.
d) Ampliar el plazo de prescripción que establece el artículo 88 de la Ley del Estatuto de la Función Pública tomando en cuenta, la importancia que merece el fortalecimiento de los instrumentos que existen al servicio de la Administración de tal manera, que no constituyan un obstáculo en la determinación de la responsabilidad disciplinaria individual del funcionario público infractor y la necesidad de que dicho lapso sea establecido en concordancia y unidad de propósito con otros existentes, de acuerdo con lo expresado en la sección 1.1.2 del informe.

MEDIDAS ADOPTADAS: La República Bolivariana de Venezuela, no ha considera pertinente la modificación de la norma expuesta en esta observación del Comité, por cuanto la prescripción establecida en el referido artículo 88 de la LEFP, es el inicio para la aplicación de la sanción al funcionario que estando obligado a sancionar, dejó que prescribiera la acción, según se establece en el último párrafo del artículo 79 de la LEFP, que establece:

Artículo 79. Los funcionarios o funcionarias públicos responderán penal, civil, administrativa y disciplinariamente por los delitos, faltas, hechos ilícitos e irregularidades administrativas cometidas en el ejercicio de sus funciones. Esta responsabilidad no excluirá la que pudiere corresponderles por efecto de otras leyes o de su condición de ciudadanos o ciudadanas. 
Aquel funcionario o funcionaria público que estando en la obligación de sancionar, no cumpla con su deber, será sancionado por la autoridad correspondiente conforme a lo establecido en la presente Ley, sus reglamentos y demás leyes que rijan la materia.  Esta responsabilidad no excluirá la que pudiere corresponderles por efecto de otras leyes o de su condición de ciudadanos o ciudadanas.
1.2 Normas de conducta para asegurar la preservación y el uso adecuado de los recursos asignados a los funcionarios públicos en el desempeño de sus funciones y mecanismos para hacer efectivo su cumplimiento.

Recomendaciones: 

1.2.1 Continuar ajustando su legislación vigente en especial su Código Penal a lo dispuesto en el artículo 271 de la Constitución de la República que establece la imprescriptibilidad de los procedimientos judiciales dirigidos a sancionar los delitos contra el patrimonio público.
MEDIDAS ADOPTADAS: La República Bolivariana de Venezuela, tomó nota de esta recomendación, no obstante, aun cuando no se ha producido la modificación del Código Penal, es prudente recordar que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, es de aplicación preferente en virtud de la supremacía constitucional, y por cuanto son de aplicación inmediatas todas las disposiciones constitucionales que la misma constitución no remita a ser desarrolladas en leyes especiales. Este criterio ha sido ratificado en sentencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de fecha 25 de enero de 2001, expediente número 00-1712.
1.2.2 Fortalecer que el Poder Judicial mantenga el poder de determinar la responsabilidad de los servidores públicos por actos de corrupción, sin perjuicio de leyes que permitan a otros órganos tomar acciones administrativas o de otra naturaleza.
Se sugiere revisar y analizar la posibilidad de desarrollar una normativa que establezca con claridad el alcance de la expresión “a fin de evitar la paralización del servicio” contenida en el artículo 59 de la LCC, con el objeto de restringir los márgenes de discrecionalidad en la aplicación de dicha norma y el procedimiento a seguir, especificando el momento en que debe producirse dicha autorización.
MEDIDAS ADOPTADAS: En la actualidad los delitos de corrupción que se cometan en perjuicio del Patrimonio Público y la Administración de Justicia, son sustanciados y decididos por las Cortes de Apelaciones y los Tribunales de Primera Instancia Penal con competencia en la materia a nivel Nacional. 

No obstante, en fecha 10 de agosto de 2005, la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia dictó la Resolución Nº 2005-00017, mediante la cual se crean Tribunales Especializados para que conozcan, sustancien y decidan los delitos de corrupción que se cometan en perjuicio del Patrimonio Público y la Administración de Justicia. Estos tribunales tendrán su sede en la ciudad de Caracas y competencia a nivel Nacional. 

Esta resolución comprende la creación de cinco (5) Tribunales de Control, cinco (5) de Juicio y cinco (5) de Ejecución, más una Corte de Apelaciones, adicionalmente,  prevé la creación de la Unidad de Recepción y Distribución de causas, quedando facultada la Dirección Ejecutiva de la Magistratura para su implementación.

Para la ejecución de esta Resolución, la Dirección General de Planificación y Desarrollo de la Dirección Ejecutiva de la Magistratura, ha concretado ya una fase diagnóstica.
2. 
SISTEMAS PARA LA DECLARACIÓN DE LOS INGRESOS, ACTIVOS Y PASIVOS (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 4, DE LA CONVENCIÓN)

Recomendación: 

Ampliar y complementar los sistemas para la declaración de los ingresos, activos y pasivos, a través de las normas legales que sean pertinentes.

Medidas inmediatas:

a) Promulgar las disposiciones legales y otras medidas que considere pertinentes, a fin de establecer claramente los sujetos a quienes el Contralor General de la República solicitará la presentación periódica de la Declaración Jurada de Patrimonio, asegurando que esas disposiciones incorporen a los altos cargos de la Administración Pública y aquellos que, dada su importancia y naturaleza, puedan facilitar o generar enriquecimiento ilícito u otros actos ilícitos contra el patrimonio público, y determinar la periodicidad de la presentación de dichas declaraciones, su contenido y requisitos formales.

MEDIDAS ADOPTADAS: Mediante Resolución Nº 01-00-000367, publicada en la Gaceta Oficial Nº 38.579 del 07.12.2006, la Contraloría General de la República, en uso de la facultad investigativa que le confiere la  Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal en concordancia con la Ley Contra la Corrupción,  exigió a los altos funcionarios al servicio de los entes y organismos que conforman el Poder Público Nacional, (Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciudadano y Electoral), así como el Banco Central de Venezuela, Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras, Superintendencia de Cajas de Ahorro, Superintendencia de Seguros, Superintendencia Nacional de Auditoría Interna y Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria, la presentación anual de la declaración jurada de patrimonio actualizada, siguiendo el modelo y las instrucciones prescritos por la CGR vigente para la fecha de la presentación.

Así los funcionarios o empleados que ocupen cualquiera de los cargos que se indican a continuación están obligados a presentar la actualización de la declaración jurada de patrimonio, desde el primero (1°) hasta el último día hábil del mes de abril de cada año:

· Diputados Principales a la Asamblea Nacional

· Presidente y Vicepresidente de la República

· Ministros

· Procurador General de la República

· Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia y las Cortes 1ª y 2ª de lo Contencioso Administrativo

· Contralor y Subcontralor General de la República

· Defensor del Pueblo y Director Ejecutivo de la Defensoría del Pueblo

· Fiscal y Vicefiscal General de la República

· Directiva del Consejo Nacional Electoral

· Presidente y Junta Directiva del Banco Central de Venezuela

· Superintendente de Bancos y Otras Instituciones Financieras

· Superintendente de Cajas de Ahorros

· Superintendente de Seguros

· Superintendente Nacional de Auditoría Interna

· Superintendente del Servicio Nacional Integrado de Administración Aduanera y Tributaria
Por otra parte, mediante Resolución publicada en la Gaceta Oficial Nº 38.643 del 13.03.2007, la Contraloría General de la República Bolivariana de Venezuela, en uso de la facultad investigativa que le confiere la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal en concordancia con la Ley Contra la Corrupción, dictó el Modelo e Instructivo para la elaboración de la declaración jurada de patrimonio por las personas obligadas a ello y dejó derogada la resolución Nº 01-00-149 del 14.04.2004, publicada en la Gaceta Oficial Nº 37.919 del 16.04.2004.

Más recientemente, en la Gaceta Oficial Nº 5.854 Extraordinario, de fecha 01 de noviembre de 2007, la Contraloría General, mediante resolución Nº 01-00-000292, de fecha 31/10/07, exigió la presentación de la Declaración Jurada de Patrimonio a los integrantes del Órgano Económico Financiero de los Consejos Comunales, dentro de los 30 días siguientes a su elección como integrantes del Banco Comunal y dentro de los 30 días posteriores a la fecha en la cual cesen en el ejercicio de dicha función.
La Contraloría General de la República Bolivariana de Venezuela dictó mediante la Resolución Nº 01-00-001 del 09.01.2006, publicada en la Gaceta Oficial Nº 38.354 del 10.01.2006, mediante la cual dispuso que la Declaración Jurada de Patrimonio deberá cumplir con los requisitos que establece la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, siguiendo el modelo y las instrucciones prescritas por la Contraloría General vigentes para la fecha de la presentación. La misma deberá ser presentada por ante la Dirección de Declaraciones Juradas de Patrimonio de la Contraloría General de la República o por ante los representantes diplomáticos o consulares, por ante los Contralores de Estado Contralores Municipales y Distritales o por ante el Contralor General de la Fuerza Armada Nacional, según corresponda. Los órganos y dependencias autorizados para recibir la declaración jurada de patrimonio, deberán remitirlas a la Contraloría General de la República en el lapso de diez (10) días continuos siguientes a la fecha de su presentación.
b) Considerar la conveniencia de exigir la declaración jurada en momentos distintos a los ya previstos, estableciendo plazos razonables para su actualización o las circunstancias ante las que se aconseje exigirlas. 

MEDIDAS ADOPTADAS: El artículo 78 de la LOCGRSNCF, faculta al Contralor General de la República para exigir adicionalmente a determinados funcionarios la obligación de presentar la declaración jurada de patrimonio, en momentos distintos al de ingreso y cese de la función pública. 
En este sentido, están obligados a presentar la Declaración Jurada de Patrimonio, anualmente, los altos funcionarios al servicio de los Entes y Organismos que conforman el Poder Público Nacional, según la Resolución Nº 01-00-000367 del 04.12.2006, citada en párrafos anteriores.

c) Fortalecer el papel que el artículo 26 de la LCC otorga a los responsables del área de recursos humanos estableciendo la obligación de esas dependencias de notificar, de manera inmediata, a la CGR cuando el funcionario obligado a hacerlo no presente el comprobante que es su obligación exigirles, en que conste la presentación de la declaración de bienes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos; y la previsión de las correspondientes acciones que deba tomar la CGR en esas situaciones. 
MEDIDAS ADOPTADAS POR VENEZUELA EN ESTE SENTIDO: La Resolución Nº 01-00-001 del 09.01.2006, citada en el literal a) de este aparte, señala que los responsables del área de recursos humanos de los entes u organismos a los que se refiere el artículo 4 de la Ley Contra la Corrupción, deberán informar durante los primeros diez (10) días de cada mes, a la Dirección de Declaraciones Juradas de Patrimonio de la Contraloría General de la República, a través de una relación mensual, los movimientos de ingreso o cese que se hayan producido en el mes inmediatamente anterior. Igualmente están en el deber de participar las oportunidades en las cuales no haya ocurrido ninguna variación..

d) Regular las condiciones, procedimientos y demás aspectos que sean procedentes, en relación con la publicidad de las declaraciones juradas de bienes patrimoniales, ingresos, activos y pasivos, cuando corresponda.

MEDIDAS ADOPTADAS: Este aspecto quedó sustentado en la respuesta al cuestionario, en el que se determinó la inconveniencia de la publicación del contenido total de las declaraciones juradas de patrimonio. No obstante, en el artículo 6 de la Resolución Nº 01-00-000367, publicada en la Gaceta Oficial Nº 38.579 del 07.12.2006, el Contralor General de la República dispuso que “De conformidad con las disposiciones legales invocadas en la presente Resolución, El Contralor General de la República podrá disponer la publicación parcial de los datos contenidos en las declaraciones juradas de patrimonio presentadas por los obligados mediante la presente Resolución, a los fines de garantizar el cumplimiento de los principios de honestidad, transparencia, rendición de cuentas y responsabilidad de los funcionarios públicos”.

h). Contemplar la posibilidad de efectuar adecuaciones a la ley vigente para hacer uso de tecnologías modernas de la información y comunicaciones en la administración y gestión de estas declaraciones. 

MEDIDAS ADOPTADAS: En este sentido la Contraloría General de la República incorporó en su página Web (www.cgr.gov.ve), toda la normativa relacionada con las Declaraciones Juradas de Patrimonio, además del instructivo y el formato para la declaración, el cual puede ser llenado en línea e impreso.

3. ÓRGANOS DE CONTROL SUPERIOR EN RELACIÓN CON LAS DISPOSICIONES SELECCIONADAS (ARTÍCULO III, PÁRRAFOS 1, 2, 4 Y 11 DE LA CONVENCIÓN)

Recomendaciones: 

3.1 Fortalecer la labor de fiscalización que realiza la CGR, como órgano de control superior y de vigilancia, sobre las Contralorías Estadales, considerando la posibilidad de efectuar un mayor número de evaluaciones o diagnósticos sobre sus actividades, o emplear los mecanismos o instrumentos que se consideren apropiados que permitan verificar su adecuado funcionamiento.

MEDIDAS ADOPTADAS: La CGR adelantó un proyecto que comprende la evaluación del funcionamiento de todas las Contraloría Estadales y Municipales, en este sentido los Informes de Gestión de los años 2005 y 2006 muestran los resultados obtenidos.

3.2 Fortalecer la labor de la CGR mediante la puesta en práctica de políticas y acciones concretas que verifiquen el seguimiento e implementación, por parte de los entes que se encuentran bajo su ámbito de competencia, de las acciones correctivas sugeridas durante las auditorías, diagnósticos o evaluaciones.

MEDIDAS ADOPTADAS: La CGR ha incorporado a su Plan Operativo Anual, la realización de auditorías de seguimientos a la implementación de las observaciones realizadas en auditorías anteriores. En este sentido los Informes de Gestión de los años 2005 y 2006 muestran los resultados obtenidos.

4. 
MECANISMOS PARA ESTIMULAR LA PARTICIPACIÓN DE LA SOCIEDAD CIVIL Y DE LAS ORGANIZACIONES NO GUBERNAMENTALES EN LOS ESFUERZOS DESTINADOS A PREVENIR LA CORRUPCIÓN (ART. III, PÁRRAFO 11).

Recomendaciones:

4.2. Mecanismos para el acceso a la información

Instituir normas jurídicas y medidas que apoyen el acceso a la información pública. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría considerar las siguientes medidas:

MEDIDAS ADOPTADAS: Mediante  Resolución Nº 01-00-000225 de fecha 20 de agosto de 2007, publicada en la Gaceta Oficial Nº 38.750 del 20.08.2007, la Contraloría General de la República dictó las “NORMAS PARA FOMENTAR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”, cuyo objetivo es fomentar el derecho de los ciudadanos a participar en las actividades de control sobre la gestión pública a través de las Oficinas de Atención Ciudadana y de los Órganos de Control Fiscal. 

En dichas Normas se establece la obligación de los organismos y entidades a que se refieren los numerales 1 al 11 del artículo 9 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República  y del Sistema Nacional de Control Fiscal, de fecha 17 de diciembre de 2001, Gaceta Oficial Nº 37.347, de suministrar a la ciudadanía la información que en el ejercicio del control sobre la gestión pública solicite, respecto de los bienes y el gasto de los recursos que integran el patrimonio público, cuya administración les corresponda con la descripción y justificación de su utilización y gasto. 

Por otra parte, El Consejo Nacional Electoral realiza una importante labor al brindar información electoral al resto de los poderes públicos, actores políticos, estudiantes y público en general, a través  del Servicio Autónomo del Poder  Electoral (SAIPE), creado mediante Resolución Nº 0409231599 de fecha 23 de septiembre de 2004, publicada en Gaceta Electoral Nº 217, del 18 de octubre de 2004.
a) Fortalecer las garantías previstas para el ejercicio del derecho a la información pública, incluyendo la posibilidad de acceder a otro tipo de información, distinta a la ya prevista; y considerar la aplicación de disposiciones que aseguren que el acceso a la misma solo pueda ser denegado por las causales que explícitamente regule y determine la ley.
MEDIDAS ADOPTADAS: Las “NORMAS PARA FOMENTAR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”, citadas anteriormente faculta al ciudadano a solicitar cualquier tipo de información ante las Oficinas de Atención Ciudadana.
c. Establecer un procedimiento específico para la tutela del derecho del ciudadano al acceso a la información pública, previendo con ese fin, entre otros aspectos, los siguientes: i) procedimientos para la recepción de solicitudes y para responder a éstas oportunamente; ii) entidad u oficinas encargadas del mismo y órgano de control superior que debe velar por la aplicación de esta normativa  iii) requisitos de admisibilidad y la consecuencia si no se cumple con ellos; iv) razones por las cuales puede rechazarse una solicitud; v) forma de comunicación al administrado; vi) recursos expeditos y especializados que posibiliten, en vía administrativa, recurrir la decisión del servidor público que indebidamente niegue el acceso a la información que se le solicita; y vii) aumento en el número de las sanciones, a fin de cubrir un espectro más amplio de supuestos que podrían entorpecer, retardar o imposibilitar el ejercicio de este derecho y que envuelvan la conducta del servidor público.

MEDIDAS ADOPTADAS: Las “NORMAS PARA FOMENTAR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”, dictadas por la Contraloría General de la República, señaladas anteriormente, confieren a los ciudadanos la facultad para que bien sea de forma individual o colectiva, directamente o por medio de sus representantes elegidos, o a través de la comunidad organizada puedan presentar ante las Oficinas de Atención Ciudadana  denuncias, quejas, reclamos, sugerencias o peticiones. En el artículo 20 de la sección III de dichas “Normas”, se establece que “Las denuncias podrán formularse por escrito, firmadas en original; verbalmente o a través de medios electrónicos y deberán contener la identificación del denunciante, la narración circunstanciada de los actos, hechos u omisiones presuntamente irregulares, el señalamiento de quienes los han cometido, fecha de ocurrencia, ente u organismo donde ocurrieron y todo cuanto le constare al denunciante”.

En estas Oficinas serán recibidas todas las denuncias, quejas o reclamos interpuestos por los ciudadanos, sin embargo, el artículo 23 de las Normas señala que no se admitirán denuncias anónimas.

Igualmente las Normas establecen un mecanismo de comunicación de los resultados al denunciante, cuando en su artículo 18 establece que “La dependencia del organismo o entidad que tramitó la denuncia, queja, reclamo, sugerencia o petición comunicará la decisión o respuesta a la Oficina de Atención Ciudadana a fin de que ésta informe al ciudadano”.

b) Implementar, si aún no lo ha hecho, a la disposición del artículo 9 de la LCC que se refiere a la creación de oficinas de atención al público o de atención ciudadana, asegurándose que las mismas tengan recursos suficientes para desempeñar su labor. 

MEDIDAS ADOPTADAS: La CGR ha promovido con mucha insistencia la creación de las Oficinas de Atención al Ciudadano en todos los entes de la Administración Pública y estos han respondido satisfactoriamente. A la fecha se han creado 102 oficinas de Atención al Ciudadano. La entrada en vigor de las “NORMAS PARA FOMENTAR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”, estimulará la creación de las mismas, lo cual es seguido muy de cerca por la Contraloría General de la República. 
Es de hacer notar que en las referidas Normas establecen con claridad la organización y funcionamiento de estas Oficinas, cuando señala en su artículo 14: “Para definir la organización y funcionamiento de la Oficina de Atención Ciudadana, las máximas autoridades de los organismos y entidades a que se refieren los numerales 1 al 11 del artículo 9 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República y del Sistema Nacional de Control Fiscal, deberán: 

1. Establecer su estructura organizativa básica, conformada al menos por dos (2) áreas: una referida a la atención de las denuncias, quejas, reclamos, sugerencias y peticiones, y otra dirigida a la difusión de la información a que se refieren los numerales 2 y 3 del artículo 13  de las presentes Normas, así como a la promoción de la participación ciudadana. 
2. Dictar los instrumentos normativos que regulen los procedimientos a seguir para la recepción, registro, clasificación,  asignación, valoración y resolución de las denuncias, quejas, reclamos, sugerencias y peticiones, estableciendo los sujetos responsables, así como los lapsos previstos para cumplirlos.

3. Conformar un equipo que incorpore a profesionales de diversas áreas, con conocimiento sobre la estructura y funcionamiento del respectivo ente u organismo, así como una visión general sobre la organización y funcionamiento de la Administración Pública.

4. Formar y capacitar al personal de las Oficinas de Atención Ciudadana para mantenerlo actualizado en las materias propias de su competencia. 

5. Dotarla de los recursos humanos, materiales y tecnológicos suficientes para su óptimo funcionamiento.

6. Ubicarla en un lugar de fácil acceso al público en la sede del respectivo organismo o entidad.”
c) Implementar programas de capacitación y difusión sobre los mecanismos para el acceso a la información pública del Estado, con el objeto de facilitar su comprensión por parte de los funcionarios públicos y de los ciudadanos y de optimizar la utilización de la tecnología disponible para tal efecto. 

MEDIDAS ADOPTADAS: Una de las funciones primordiales de las Oficinas de Atención al Ciudadano, establecida en el numeral 9 del artículo 13 de las Normas, es precisamente, “Formar y capacitar a la comunidad en los aspectos vinculados con el ejercicio del derecho a la participación ciudadana en el control de la gestión pública mediante talleres, foros o seminarios, entre otros”.
4.4 Mecanismos para estimular una participación activa en la gestión pública

Fortalecer y continuar implementando mecanismos que alienten a las organizaciones de la sociedad civil y no gubernamentales a participar en la gestión pública.

Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría considerar las siguientes medidas:
a) Fortalecer y continuar implementando normas y mecanismos que alienten la participación, en la gestión pública, de las organizaciones de la sociedad civil incluidas las organizaciones no gubernamentales en los esfuerzos para prevenir la corrupción, estableciendo un régimen jurídico que de manera sistemática los cree y promueva, e incluya aspectos tales como otras modalidades de participación, distintas a las ya previstas, y otros mecanismos que promuevan, faciliten, consoliden y aseguren esta participación.

MEDIDAS ADOPTADAS: Tal como lo señala el artículo 9 de las “NORMAS PARA FOMENTAR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”, dictadas por la Contraloría General de la República, “Los ciudadanos de forma individual o colectiva, directamente o por medio de sus representantes elegidos, o a través de la comunidad organizada, podrán presentar ante la Oficina de Atención Ciudadana denuncias, quejas, reclamos, sugerencias o peticiones”. De tal forma que la participación de las organizaciones de la sociedad civil, está garantizada ya que estas normas están destinadas a fomentar el derecho de los ciudadanos a participar en el control sobre la gestión pública a través de las Oficinas de Atención ciudadana y de los Órganos de Control Fiscal. Y en tal sentido, las Oficinas de Atención al Ciudadano están obligadas a: a) informar a la ciudadanía sobre la utilización de los recursos que integran el patrimonio público del ente u organismo, b) formar y capacitar a la comunidad en los aspectos vinculados con el ejercicio del derecho a la participación ciudadana en el control de la gestión pública mediante talleres, foros o seminarios, entre otros, atender las iniciativas de la comunidad vinculadas con el ejercicio de la participación ciudadana en el control de la gestión pública.
De conformidad con estas “NORMAS”, los órganos de control fiscal debe establecer estrategias para promover el ejercicio del derecho a la participación ciudadana en el control fiscal sobre la gestión pública en los organismos y entidades sujetos a su ámbito de competencia, y a efectos de integrar a los ciudadanos a dicha labor de control, pueden, entre otros: a) elaborar programas de formación y adiestramiento, así como  brindar asesorías en áreas de control fiscal; legal; control interno y de evaluación de obras y servicios, entre otros; b) incorporar  a funcionarios de los órganos de control fiscal a las labores de control que lleven a cabo organizaciones sociales; c) incorporar a la ciudadanía a las labores de control fiscal a través de convenios que garanticen la observancia de los principios de confidencialidad, objetividad, responsabilidad y reserva; d) divulgar las modificaciones normativas que se produzcan  en materia d control fiscal, presupuestario, hacendístico, haciendo especial énfasis en aquellas relacionadas  con el financiamiento de proyectos de inversión social; rendición de cuentas y manejo transparente de recursos públicos; e) fortalecer la cultura del ciudadano en la presentación de denuncias relacionadas con la administración, manejo o custodia de fondos o bienes públicos; f) cooperar con las Unidades de Contraloría Social de los Consejos Comunales, en el ejercicio del control social a fin de verificar que los recursos se hayan utilizado correctamente.

C). Diseñar y poner en funcionamiento programas para difundir la información para estimular la participación en la gestión pública y, cuando sea apropiado, capacitando y facilitando las herramientas necesarias a la sociedad civil, a las organizaciones no gubernamentales, así como también a los funcionarios y empleados públicos para utilizar tales mecanismos. 
MEDIDAS ADOPTADAS: Señalamos en el punto 4.2, (e) que una de las funciones primordiales de las Oficinas de Atención al Ciudadano, establecida en el numeral 9 del artículo 13 es precisamente, “Formar y capacitar a la comunidad en los aspectos vinculados con el ejercicio del derecho a la participación ciudadana en el control de la gestión pública mediante talleres, foros o seminarios, entre otros”.

Por otra parte el numeral 4 del artículo 14 de las referidas normas señala como obligación de las máximas autoridades de las que dependen las Oficinas de Atención al ciudadano “Formar y capacitar al personal de las Oficinas de Atención Ciudadana para mantenerlo actualizado en las materias propias de su competencia.” ; en este sentido la Contraloría general de la República, ha capacitado este año a 1180 ciudadanos y funcionarios públicos en materia de integración del control fiscal con el control social, en la lucha contra la corrupción, en las siguientes entidades federales, 200 en Caracas, 600 en Aragua, 150 en Portuguesa, 100 en Monagas, 50 en Apure, 50 en Carabobo y 30 en Barinas.
7. RECOMENDACIONES GENERALES

Tomando en cuenta los comentarios realizados a lo largo de este informe, el Comité sugiere que la República Bolivariana de Venezuela considere las siguientes recomendaciones:

7.1. Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.
MEDIDAS ADOPTADAS: El Consejo Nacional Electoral creó la Fundación de Instituto de Ciencias Electoral (FICE), según Resolución Nº 060405-218 de fecha 05 de abril del 2006, publicada en Gaceta Electoral Nº 307 del 16 de mayo de 2006, con el objeto, entre otros, de promocionar estudios y capacitación en materia electoral y afines a funcionarios electorales, así como el desarrollo de programas dirigidos a la capacitación, profesionalización del personal del Consejo Nacional Electoral.
Por su parte el Tribunal Supremo de Justicia, implementó el Programa de Formación Inicial (PFI): Este programa es una propuesta académica que constituye el proceso de formación integral ante la necesidad de complementar el nivel académico de los profesionales que aspiran a ingresar al Poder Judicial, capacitándolos en temas vinculados a la administración de justicia, y especialmente en los conocimientos, destrezas, habilidades y criterios básicos necesarios para desempeñar sus funciones, así como fortalecer los principios que informan la actividad jurisdiccional.

Los objetivos generales que persigue este programa son, en primer lugar, contribuir a la formación de jueces capaces de producir y desarrollar cambios en los procesos de administración de justicia, de acuerdo a las exigencias planteadas por nuestra sociedad, con la aplicación de herramientas jurídicas, de investigación y tecnológicas; propiciar una visión integradora del rol del juez dentro del modelo organizacional judicial que aspira el sistema de justicia por medio del PFI y, por último, fomentar en los aspirantes a jueces actitudes éticas, valores morales y sensibilidad a través del ejercicio de criterios y habilidades necesarias para evaluar la significación de la norma legal y el impacto social de sus decisiones.

Este programa tiene un tiempo de duración de un (1) año y una vez que los aspirantes culminen la programación, pasarán a formar parte de una base de datos de la Comisión Judicial, con el fin de ser designados jueces provisorios y temporales, según sea el caso. 

Es de señalar que, al igual que en los concursos de oposición, en aras de hacer del conocimiento de los interesados y garantizar el control social a través de la participación ciudadana, de conformidad con los artículos 6 y 20 del Acuerdo de la Sala Plena de fecha 6 de julio de 2005, que dictó las Normas de Evaluación y Concurso de Oposición para el Ingreso y Ascenso a la Carrera Judicial, la Escuela Nacional de la Magistratura publicará mediante avisos en dos diarios de mayor circulación nacional y en la página web del Tribunal Supremo de Justicia, todo lo relativo a la información y actividades relacionadas con este programa, tales como, recepción de credenciales, preinscripción, lista de admitidos, etc.
Por su parte, la Contraloría General de la República, a través del Instituto de Altos Estudios de Control Fiscal y Auditoría de Estado (COFAE), incluyó en su programación los cursos de “Creación y Funcionamiento de las Oficinas de Atención al Ciudadano”, “La Participación Ciudadana como Mecanismo de Control de Gestión Pública” y  “Excelencia en la Atención y Servicio al Ciudadano”, dirigidos a funcionarios públicos o profesionales involucrados en actividades relacionadas con la participación ciudadana, específicamente quienes desempeñen funciones de atención a los ciudadanos; así como a los Directores, gerentes, supervisores, funcionarios y demás profesionales que intervengan en el proceso de servicio a los ciudadanos, interesados en elevar los estándares de calidad del servicio. A la fecha se han capacitado 180 personas, mediante los referidos cursos.
B. SEGUNDA RONDA DE ANÁLISIS:

1. SISTEMAS PARA LA CONTRATACIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y PARA LA ADQUISICIÓN DE BIENES Y SERVICIOS POR PARTE DEL ESTADO (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 5 DE LA CONVENCIÓN)

1.1 Sistemas para la contratación de funcionarios públicos

Recomendaciones:

1.1.1 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el sistema general de la administración pública. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

1.1.2 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Legislativo. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta la siguiente medida:

- Formular las modificaciones que haya lugar a los fines de establecer directivas sobre la ejecución de un subsistema de selección de personal, estableciendo parámetros sobre cómo se llevarán a cabo los concursos, incluyendo medidas para la divulgación de convocatorias y publicación de requisitos de selección, de manera que pueda garantizarse que los concursos de méritos y oposición se caractericen por los principios de legalidad, equidad, neutralidad, igualdad y transparencia. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: Diversos organismos y entes de la administración pública, han venido implementando procesos y creando normas para subsanar el tema de los concursos públicos y el personal contratado que ingresa a la administración. Por ejemplo la Asamblea Nacional ha dispuesto en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela, de fecha 13 de julio de 2007, Nº 38.725, una resolución por medio de la cual se dictan las Normas de Desarrollo de las Disposiciones Transitorias Primera y Segunda del Estatuto Funcionarial de la Asamblea Nacional, las cuales tienen por objeto establecer los parámetros mediante los cuales se aplican los conceptos contenidos en las Disposiciones Transitorias Primera y Segunda del Estatuto Funcionarial de la Asamblea Nacional.

Así, estas normas regulan la materia referente a la cualidad para ser reconocido como Funcionario de Carrera Legislativa y todo lo atinente a la regulación de los concursos, todo lo correspondiente a la convocatoria, a las pruebas, a la constitución del jurado, del veredicto, resultados y disposiciones finales.
De esta forma la Asamblea Nacional garantiza la pulcritud, eficiencia y cambio de paradigma en los sistemas de selección de personal, basado en los concursos de méritos y oposición, los cuales están inscritos dentro de los principios de legalidad, equidad, neutralidad, igualdad y transparencia.

En este orden de ideas el Consejo Nacional Electoral, declaró en Resolución Nº 070301-157 de fecha 01 de marzo de 2007, publicada en Gaceta Electoral Nº 363 del 9 de marzo de 2007, la reestructuración tanto organizativa como funcional del Poder Electoral, en cumplimiento de la Ley Orgánica del Poder Electoral de fecha 19 de noviembre de 2002, Gaceta Oficial Nº 37.573, la cual contempla la obligatoriedad del ente, de producir el Reglamento Interno, el Estatuto del Funcionariado Electoral y el Sistema de Remuneraciones.
Por otra parte la Contraloría General de la República, mediante Resolución Nº 01-000091 de fecha 17/02/06, dictó el Reglamento sobre los concursos públicos para la designación de los contralores distritales y municipales, y los titulares de las unidades de auditoría interna de los órganos del Poder Público Nacional, Estadal, Distrital y Municipal y sus entes descentralizados, el cual fue publicado en la Gaceta Oficial Nº 38.386 del 23 de febrero de 2006. 

Este Reglamento tiene por objeto establecer las bases que regirán los concursos públicos para la designación de contralores distritales y municipales, y los titulares de las unidades de auditoría interna de los órganos del Poder Público Nacional, Estadal, Distrital y Municipal y sus entes descentralizados. Establece la metodología aplicable para evaluar las credenciales, experiencia laboral, entrevista de panel y el nivel en que los aspirantes deben satisfacer o superar los requisitos mínimos exigidos para el cargo, a fin de garantizar la mejor selección entre los participantes y la objetividad e imparcialidad del procedimiento. 
1.1.3 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos en el Poder Judicial. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

d) Efectuar las modificaciones que sean pertinentes al artículo 23 de la LCJ, a los fines de que la publicación de los concursos se haga a nivel nacional y no solamente regional, aprovechando para ello además medios modernos de comunicación tales como Internet, radio y televisión. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: Respecto a la citada recomendación es necesario acotar que, la Sala Plena del Tribunal Supremo de Justicia, el 6 de julio de 2005, en ejercicio de las atribuciones que le confiere el artículo 17 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, en concordancia con la Resolución Nº 2004-0012 que dictó el 18 de agosto de 2004, dictó las Normas de Evaluación y Concurso de Oposición para el  Ingreso y Ascenso a la Carrera Judicial, entre las cuales -artículo 5- se establece lo siguiente: “…Llamado a concurso: El Tribunal Supremo de Justicia por órgano de la Escuela Nacional de la Magistratura, llamará a concurso, mediante avisos publicados en dos (2) diarios de mayor circulación  nacional, uno (1) de circulación regional, según sea el caso, y en la página web del Tribunal Supremo de Justicia, con el objeto de garantizar la debida difusión del mismo. En este aviso se indicarán los requisitos y lapsos para las inscripciones, la o las categorías y circunscripciones para las cuales se concursa, el número de plazas disponibles para concursar, los programas y cualquier otra información que se considere conveniente”.
En efecto, se observa que desde el año 2005, existe una norma específica que ya ordenaba la implementación de la citada recomendación y en la forma que fue sugerida, para lo cual, en la práctica, el Tribunal Supremo de Justicia y la Escuela Nacional de la Magistratura, han venido adoptando medidas y ejecutando las acciones correspondientes, con el fin de optimizar y asegurar la efectividad de dicha implementación.

En tal sentido, la Escuela Nacional de la Magistratura, publica en dos diarios de circulación nacional, información y actividades relacionadas con la celebración de los concursos de oposición, tales como, convocatoria para el concurso, nombres completos y cédulas de identidad de los jueces aspirantes, lugar, fecha y hora de la celebración de los exámenes, oral y escrito, cronograma respectivo y nombre de las personas del jurado que le corresponda de acuerdo a la materia y por su parte, el Tribunal Supremo de Justicia publica en su página web, la lista de los jueces titulares a juramentar, como consecuencia de haber aprobado el respectivo concurso de oposición, todo ello con el propósito de hacer del conocimiento de los interesados y garantizar el control social a través de la participación ciudadana, tal y como lo establece el artículo 6 del referido Acuerdo.

1.1.4 Fortalecer los sistemas para la contratación de los funcionarios públicos del Ministerio Público. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a) Efectuar las modificaciones pertinentes a los fines de establecer el concurso de méritos y oposición como un requisito obligatorio para acceder a la carrera, no limitado únicamente a los cargos del Fiscal Superior del Ministerio Público, Fiscales del Ministerio Público y Procuradores Menores. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: Sobre este aspecto es importante informar que el Ministerio Público solicitó la modificación de la Ley Orgánica del Ministerio Público, la cual fue promulgada y publicada en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº  38.647 con vigencia a partir del 19 de marzo de 2007, en la cual se amplia la cobertura de los concursos de méritos y oposición para los funcionarios del Ministerio Público y exceptúa algunos cargos como los Fiscales Superiores, a quienes cataloga de Cargos de Libre Nombramiento y Remoción.

En cuanto al resto de los funcionarios, el Estatuto de  Personal del Ministerio Público publicado en Gaceta Oficial de la República de Venezuela Nº 36.654 de fecha 04 de marzo de 1999, en su Titulo II, del ingreso al Ministerio Público, en su Capitulo I, Normas Generales, establece:

“Articulo 7º.- Para ingresar al Ministerio Público se requerirá según los casos, haber aprobado las evaluaciones correspondientes, que permitan calificar la destreza, aptitud y conocimiento del aspirante para desempeñar el cargo.

Cuando el Fiscal General de la República lo considere pertinente la provisión de los cargos profesionales podrá hacerse mediante evaluación de credenciales o concurso de oposición, a cuyo efecto dictará la normativa correspondiente.” (Subrayado nuestro).

Como se evidencia de las regulaciones existentes, para el ingreso de personal se determina que se hará bajo concurso, con algunas liberalidades que son propias de las facultades otorgadas al Fiscal General de la República, por la Ley Orgánica del Ministerio Público.

b) Formular las modificaciones que haya lugar a los fines de establecer directivas sobre la ejecución de un subsistema de selección de personal, estableciendo parámetros sobre cómo se llevarán a cabo los concursos, incluyendo medidas para la divulgación de convocatorias y publicación de requisitos de selección, de manera que pueda garantizarse que los concursos de méritos y oposición se caractericen por los principios de publicidad, equidad y eficiencia. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: En lo atinente a este punto vale destacar que, la recién modificada Ley Orgánica del Ministerio Público, establece medidas de divulgación de convocatorias y publicación de requisitos de selección, con los cuales se garantizan los principios de publicación, equidad y eficiencia, pues el artículo 99: Convocatoria al Concurso de credenciales y  de oposición  para el cargo de Fiscales y Suplentes, establece que: 

“se convocará por publicación en periódico  de circulación nacional, en intervalos de tres días continuos entre una y otra publicación.

La convocatoria indicará el cargo, Circunscripción Judicial, los artículos de la Ley Orgánica del Ministerio Público que indican los requisitos para optar al cargo, los documentos requeridos y el lapso para consignarlos y el lugar donde se procederá a la inscripción.”

El Concurso de credenciales y de oposición para ingresar al Organismo se encuentra previsto en las siguientes disposiciones:

· Artículo 30, numeral 11, establece los requisitos para ingresar como Fiscal del Ministerio Público.

· Artículo 33, ordinal 3ro, se requiere el concurso para ingresar como Fiscal del Ministerio Público ante el Tribunal Supremo de Justicia.

· Artículo 49, ordinal 2do, contempla el Concurso como requisito para ingresar al cargo de Fiscal en materia indigenista.

· Artículo 58: Prevé el requisito del concurso para ser designado suplente de un Fiscal Titular.

· Artículo 94: Prevé que para ingresar a la carrera del funcionario del Ministerio Público se requiere aprobar un concurso público de credenciales y de oposición.

Las bases y requisitos del concurso para ingresar al Ministerio Público las establecerá el Fiscal General de la República mediante Resolución.

c) Establecer de una manera normativa, los cargos que requieren concurso para ingresar en calidad de funcionario al Ministerio Público. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: Tanto la Ley Orgánica del Ministerio Público como el Estatuto de Personal del Ministerio Público norman de manera precisa los cargos que estarán sometidos a concurso, y otorga al mismo tiempo la facultad al Fiscal General de la República de incluir otros cargos que estime pertinente ser sometidos a concurso.
1.1.6 Fortalecer los sistemas de contratación de servidores públicos en general, para lo cual la República Bolivariana podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a) Tomar las medidas que sean del caso a los fines de incluir en la normativa correspondiente al tema de las relaciones de consanguinidad y afinidad como incompatibilidades para ocupar un cargo público. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: Esta recomendación ha despertado el interés de la alta dirigencia de la Administración Pública, y en muchos entes y organismos, se han girado instrucciones a las Direcciones de Recursos Humanos, que tienden a mejorar los sistemas de ingreso a la Administración y a restringir el ingreso de familiares consanguíneos y afines en el esos entes u organismos. Al respecto el Fiscal General de la República, mediante circular interna ha girado instrucciones precisas a la Dirección de Recursos Humanos, para que restrinja el ingreso o reingreso de familiares consanguíneos y afines en el ámbito de una misma circunscripción judicial, ello con el objetivo de garantizar la imparcialidad, objetividad y transparencia.
c) Dar seguimiento a los procesos de selección de personal mediante el método de contrato, a los fines de verificar que este sistema no sea utilizado como mecanismo de evasión de los concursos de méritos y oposición. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).

d) Reglamentar los contratos de personal, de tal forma que se determine de manera clara qué tipo de tareas justifican un contrato de esta naturaleza, su diferencia con el trabajo que desempeña el personal de carrera, así como las restricciones de recontratación que sean pertinentes, a los fines de evitar que este método se utilice para contratar a personal de planta que no está regulado por la misma normativa del personal de carrera, a modo de garantizar el cumplimiento de los principios de publicidad, equidad y eficiencia consagrados en la Convención. (Ver sección 1.1.2. del capítulo II de este informe).
MEDIDAS ADOPTADAS: En lo concerniente al personal contratado señala la Ley del Estatuto de la Función Pública (Gaceta Oficial No. 37.522 de fecha 06 de septiembre de 2002), que sólo puede procederse por la vía del contrato en aquellos casos en que se requiera personal altamente calificado para realizar tareas específicas y por tiempo determinado. Se prohíbe la contratación de personal para realizar funciones correspondientes a los cargos previstos en la referida Ley. El régimen aplicable al personal contratado es aquél previsto en el respectivo contrato y en la legislación laboral. En ningún caso el contrato puede constituirse en una vía de ingreso a la Administración Pública. (Arts. 37 al 39 LEFP). Por consiguiente esta figura se utiliza para casos específicos, y en caso de que algún contratado quisiera entrar a la carrera, deberá realizar el respectivo concurso, según se establece en el artículo 146 constitucional. Sin embargo, diversos organismos han reglamentado internamente esta materia. Así, el Ministerio Público, por ejemplo, ha elaborado un Manual de Normas y Procedimientos para la Contratación de Personas Naturales, en el que se establece claramente que las contrataciones de personas naturales es una figura jurídica excepcional por lo que no deben utilizarse para suplir o realizar funciones y tareas propias de un funcionario o empleado de carrera que desempeña cargos clasificados dentro del manual descriptivo de Cargos.
1.2 Sistemas para la adquisición de bienes y servicios por parte del Estado.
Recomendaciones:

1.2.1 Fortalecer los procedimientos de licitación pública, por concursos de ofertas y contratación en general. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

1.2.2 Fortalecer los mecanismos de control del sistema de contrataciones del Estado. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

a) Fortalecer los órganos rectores del sistema de adquisiciones del Sector Público, especialmente el Servicio Nacional de Contrataciones, en lo concerniente a las funciones que desarrollan en relación con la administración y control del sistema, dotándolo con recursos necesarios para el adecuado cumplimiento de sus funciones; y estableciendo mecanismos que permitan la coordinación institucional de sus acciones y una continua evaluación y seguimiento de las mismas, a los efectos de que pueda funcionar como autoridad central y autónoma, administradora de los sistemas y mecanismos de control de contratación pública. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

b) Complementar, por parte de la autoridad correspondiente, el Decreto con Fuerza de Ley de Reforma Parcial de la Ley de Licitaciones (DFLRPLL), estableciendo mecanismos de control social de la actividad contractual, tales como veedurías ciudadanas calificadas, a efectos de fortalecer el control de dicha actividad. (Ver sección 1.2.2. del capítulo II de este informe).

1.2.3 Continuar fortaleciendo los medios electrónicos y sistemas de información para la contratación pública, Para cumplir con esta recomendación, la República. Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

d) Considerar la posibilidad de crear un sistema de compras basado en medios electrónicos, que pueda ser utilizado por todas las entidades de la Administración Pública. (Ver la sección 1.2.2 del capítulo II de este informe).

1.2.4 Continuar fomentando los principios de publicidad, equidad y eficiencia previstos en la Convención, para lo cual la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

d) Poner en funcionamiento un sistema de información que publique los procesos licitatorios y permita la consulta de todos los ciudadanos interesados. (Ver sección 1.2.2 del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: En la República Bolivariana de Venezuela todos los entes y organismos de la administración pública, cuentan con Comisiones de Licitaciones, que se encargan de aplicar los parámetros establecidos en la Ley de Licitaciones y sus reglamentos, a objeto de que la selección de los contratistas se realice con la mayor transparencia posible. Aunado a ello, el Servicio Nacional de Contrataciones (SNC) ha desarrollado el Sistema de Compras y Licitaciones Electrónicas, el cual es de obligatorio cumplimiento para los entes sujetos al Decreto de Reforma Parcial de la Ley de Licitaciones, Titulo VII, Capitulo I, Licitaciones Electrónicas.

El Servicio Nacional de Contrataciones ha girado instrucciones a los organismos de la Administración Pública para la implementación de la primera fase del Sistema en la cual se busca establecer la comunicación en línea de cada ente y sus organismos adscritos con el SNC, para lo cual ha requerido que cada órgano disponga de un equipo de computación con tarjeta de Red para conexión a Internet y los programas BROWERS y JAVA instalados.

Asimismo, dispuso que cada sede esté dotada con una sala acondicionada y equipada con un sistema de grabación (audio y video), en donde se realizarán los procesos públicos de licitaciones, este sistema estará conectado a un link en cada página web, donde podrá ser observado por todos los ciudadanos en vivo.

Así, el Sistema Nacional de Contrataciones, ha canalizado la política de compras del Estado, avanzando en los mecanismos electrónicos de divulgación sobre la información de las empresas que pueden contratar con el Estado, las Ruedas de Negocios y para fortalecer el sistema de compras. El sistema permite la elaboración de la Programación de compras y contratación de servicios y obras, para cada ejercicio económico financiero, así como el Seguimiento trimestral sobre la ejecución de dicha programación, lo cual permitirá realizar un mayor seguimiento a estos procesos y ver hacia donde se orienta la demanda y la oferta, a fin de alinear la política y las decisiones en esta materia, monitoreando el cumplimiento de las disposiciones legales vigentes. Es de señalar que el Registro Nacional de Contratistas, cuenta con una página de consulta obligatoria, que viabiliza los procesos de selección, ya que presenta el status de las empresas y otras formas asociativas.

2. SISTEMAS PARA PROTEGER A LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS Y CIUDADANOS PARTICULARES QUE DENUNCIEN DE BUENA FE ACTOS DE CORRUPCIÓN (ARTÍCULO III, PÁRRAFO 8, DE LA CONVENCIÓN)

Recomendaciones:

2.1. Fortalecer los sistemas para proteger a los funcionarios públicos y ciudadanos particulares que denuncien de buena fe actos de corrupción. Para cumplir con esta recomendación, la República Bolivariana de Venezuela podría tener en cuenta las siguientes medidas:

MEDIDAS ADOPTADAS: Las “NORMAS PARA FOMENTAR LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA”, mencionadas anteriormente, en su artículo 22, ordenan a la dependencia del organismo o entidad que reciba o tramite la denuncia formulada, preservar la identidad del denunciante, así como su domicilio, profesión, lugar de trabajo y cualquier otro dato que pudiera servir para su identificación, ello sin perjuicio del derecho que asiste al denunciado conforme a las leyes de la República.

.

4. RECOMENDACIONES GENERALES

Recomendaciones:

4.1. Diseñar e implementar, cuando corresponda, programas de capacitación de los servidores públicos responsables de la aplicación de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, con el objeto de garantizar su adecuado conocimiento, manejo y aplicación.

MEDIDAS ADOPTADAS: El Ministerio Público, en el desarrollo de sus objetivos funcionales trazados durante los años 2006 y 2007, luego de la Detección de Necesidades de Adiestramiento, dictó, las siguientes actividades de capacitación y adiestramiento:

· Taller sobre la Lucha contra la Corrupción, coauspiciado por la Embajada de la República de Francia y organizado por la Dirección de Salvaguarda durante los días 25,26 y 27 de Octubre 2006, dictado a Fiscales principales.

· Jornadas sobre la Ley Contra la Corrupción, coauspiciado por el Instituto de estudios Superiores de este Organismo, durante los días 07 y 08 de Noviembre del año 2006.

· Curso sobre Evaluación y Actualización de los Manuales del Área de Control Fiscal Y Auditoría, dictados por Fundespa en marzo 2006.

· Curso Auditoría de Gestión, dictado por Fundespa en Abril 2006

· Curso sobre Control e Inventario de Bienes dictado por Ceprocabc en abril 2006.

· Curso sobre Análisis Práctico de los supuestos generadores de Responsabilidades Administrativas, dictado por Fundil en Julio 2006.

· Curso sobre Información y Gerencia consolidada de la estructura Organizacional, dictado por el Instituto Latinoamericano de Estudios Gerenciales, Noviembre 2006.

· Curso sobre Avanzado de Bienes en Sector Público, dictado por Fundil en Noviembre 2006.

· Curso sobre Rendición de Cuentas en el Sector Público, dictado por Superación 2021, A.C. en Noviembre 2006.

· Curso sobre Control Interno y de Gestión para Gerentes Públicos dictados por Fundil, en Marzo 2007.

· Curso sobre Aspectos Legales y Procedimentales de la Licitación, dictado por Superación 2021, A.C. en Marzo 2007.

Las primeras actividades han sido dictadas para personal de Fiscales y los últimos en su mayoría para personal de la Dirección de Auditoría Interna, con el propósito de fortalecer sus conocimientos y garantizar el aseguramiento y consulta, concebida para agregar valor y mejorar las operaciones de esta Institución, en un ambiente de control, evaluación de riesgos, actividades de control, información, comunicación y Supervisión.
4.2. Seleccionar y desarrollar procedimientos e indicadores, cuando sea apropiado y cuando ellos no existan aún, para analizar los resultados de los sistemas, normas, medidas y mecanismos considerados en el presente informe, y para verificar el seguimiento de las recomendaciones formuladas en el mismo (ver secciones 1.1.3.; 1.2.3.; y 3.3. del capítulo II de este informe).

4.3 Establecer mecanismos para dar respuesta oportuna al cuestionario en relación con las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción dentro de los plazos establecidos, incluida la sección de resultados. (Ver sección 3.3. del capítulo II de este informe).

MEDIDAS ADOPTADAS: Por iniciativa de la Contraloría General de la República, se creó la Comisión Interinstitucional para el Seguimiento a la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción. Esta Comisión Interinstitucional, está integrada por representantes de los más altos niveles gerenciales, de los entes vinculados directamente con la implementación de la precitada Convención, como son: la Vicepresidencia de la República, la Fiscalía General de la República, la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de la República, El Tribunal Supremo de Justicia, la Asamblea Nacional, el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Consejo nacional Electoral y la Contraloría General de la República. Esta diversidad ha constituido a la Comisión como un equipo multidisciplinario, responsable, sólido, serio y que ha enriquecido el análisis correspondiente a la respuesta al Cuestionario en relación con las disposiciones de la Convención, seleccionadas en la segunda ronda y para el seguimiento de las recomendaciones formuladas.

Esta Comisión tiene bajo su responsabilidad el diseño de una estrategia para atender los requerimientos del Comité de Expertos de la Organización de Estados Americanos, en relación con el seguimiento a la implementación de la Convención Interamericana Contra la Corrupción en la República Bolivariana de Venezuela.
SECCIÓN II: DIFICULTADES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES (RESPONDA ESTA SECCIÓN SÓLO SI SU PAÍS LO CONSIDERA NECESARIO)
DIFICULTADES EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LAS RECOMENDACIONES DE LA PRIMERA Y SEGUNDA RONDA: La República Bolivariana de Venezuela cuenta desde 1999, con una nueva Constitución, de allí que los órganos y entes del Poder Público se hayan dedicado a desarrollar el nuevo andamiaje legal y reglamentario necesario para introducir los cambios constitucionales, lo cual de alguna forma ha retrasado las modificaciones puntuales que en la materia de la Convención Interamericana contra la Corrupción deben incluirse en las normas, de conformidad con las recomendaciones formuladas por el Comité de Expertos.
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